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EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN LAS ASOCIACIONES PÚBLICO-PRIVADAS 
EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA. 
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El presente trabajo tiene como propósito establecer si la normatividad que regula las 
Asociaciones Público-Privadas en Colombia garantiza la Contratación Estatal en condiciones 
de igualdad entre el Estado y la Empresa Privada, se determina el principio de igualdad en el 
Estatuto General de la Contratación Estatal en Colombia. Igualmente, se establece el papel y 
el alcance de las Asociaciones Público-Privadas en la actividad contractual del Estado 
Colombiano. El trabajo finaliza con un análisis de las condiciones en las que se involucra el 
Estado y la Empresa Privada dentro del marco normativo de las Asociaciones Público-
Privadas. 
Palabras claves: Asociaciones público – privadas APP, Contratación Estatal, Estado, 
Empresa Privada, Igualdad.  
 
Abstract 
The purpose of this paper is to establish whether the regulations governing Public-Private 
Partnerships in Colombia guarantee State Contracting under conditions of equality between 
the State and Private Enterprise, the principle of equality is determined in the General Statute 
of State Contracting in Colombia. Likewise, the role and scope of Public-Private Partnerships 
in the contractual activity of the Colombian State is established. The work ends with an 
analysis of the conditions in which the State and the Private Company are involved within 
the normative framework of the Public-Private Partnerships. 
Keywords: Public - private partnerships APP, State Contracting, State, Private 
Enterprise, Equality. 
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En Colombia únicamente hasta la expedición de la Ley 1508 de 2012, se estableció 
el régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas, las cuales constituyen una figura 
novedosa que permite que el Estado puede contratar con la empresa privada la ejecución de 
una obra pública que sobrepase un determinado monto, sin embargo, ante la paupérrima 
infraestructura del aparato estatal, se generan grandes disquisiciones acerca de la igualdad de 
condiciones en el proceso contractual entre el particular y el Estado. Por ende, resulta 
necesario indagar en la normatividad para identificar las garantías existentes en la materia y 
si ellas son suficientes para asegurar dicho principio.  
Considerando que uno de los principios que rige la contratación estatal, es el de 
igualdad, en el entendido de que existan las mismas posibilidades para todos los interesados 
en cualquier proceso contractual, la creación de las APP, puede estar generando 
desigualdades en algunas contrataciones, por lo que surge esta investigación que tiene como 
objetivo general de la  presente investigación radica en determinar si las normas que regulan 
las Asociaciones Público Privadas, realmente fomentan la contratación estatal con la 
intervención de capital privado en igualdad de condiciones. 
Sobre el tema de las asociaciones público privadas existen diferentes estudios de la 
Universidad Colegio Mayor Nuestra Señora del Rosario (Erazo, 2017), Universidad Militar 
Nueva Granada (Velasco, 2015), Universidad Libre Seccional Bogotá (Oliveros & Valcárcel, 
2015), Universidad Nacional de Colombia (Sepúlveda, 2014), y la Universidad de Los Andes 
(Londoño, 2014), sin embargo, en estás se abordan otros aspectos, por lo que no existen 
investigaciones que hayan abordado el problema planteado con este estudio. 
El trabajo se ha estructurado en tres capítulos a través de los cuales se da respuesta a 
los objetivos específicos del trabajo, así: 1. Determinar el principio de igualdad en el Estatuto 
General de la Contratación Estatal en Colombia; 2. Establecer el papel y el alcance de las 
Asociaciones Público-Privadas en la actividad contractual del Estado Colombiano; y, 3. 
Analizar las condiciones en las que se involucra el Estado y la Empresa Privada dentro del 




Es una investigación jurídica, es decir fundamentada en la doctrina, la normatividad 
y la jurisprudencia; asimismo, es documental, ya que las fuentes de información están 
constituidas por las leyes y decretos que regulan el tema de las Asociaciones Público-
Privadas y la contratación estatal, así como por la jurisprudencia referida al tema. El enfoque 
investigativo es cualitativo, dado que las fuentes son documentales, y el tipo de investigación 
es descriptivo, toda vez que del análisis normativo y jurisprudencial que se efectúe se dará 


























EL PRINCIPIO DE IGUALDAD EN LAS ASOCIACIONES PÚBLICO-PRIVADAS 
EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA. 
 
Las Asociaciones Público Privadas (APPs) son modalidades o esquemas de inversión a 
largo plazo que incorporan técnicas, distribución de riesgos, objetivos y recursos entre 
particulares y el Gobierno. Su propósito es crear o desarrollar infraestructura productiva de 
largo plazo. Es decir, se trata de contratos entre el sector público y la iniciativa privada para 
la planeación, construcción, operación y mantenimiento de obras de infraestructura pública 
de largo plazo, así como la prestación de servicios relacionados con las mismas. (BID, 2010, 
citado por CMIC, 2016, p. 13). 
El 10 de enero de 2012 se expidió en Colombia, la Ley 1508 de 2012, que establece en 
su artículo 3, la aplicabilidad de las APP a todos aquellos contratos en los cuales las entidades 
estatales encarguen a un inversionista privado el diseño y construcción de una infraestructura 
y sus servicios asociados, o su construcción, reparación, mejoramiento o equipamiento, 
actividades todas estas que deberán involucrar la operación y mantenimiento de dicha 
infraestructura; modificada por las Leyes 1682 de 2013, 1753 de 2015, y 1882 de 2018; 
reglamentada además, a través de los Decretos 1467 de 2012, 1610 de 2013, 0301 de 2014, 
1553 de 2014, 2043 de 2014, 1082 de 2015, 2100 de 2017, las Resoluciones 3656 de 2012, 
y 1464 de 2016 y su anexo 1, en los cuales se estipulan los lineamientos necesarios para hacer 
uso de esta herramienta de estructuración de proyectos ante el Estado. 
Es así como surgen las alianzas público-privadas o APP, como una nueva forma de 
concesión creada por la Ley 1508 de 2012, las cuales pueden tener iniciativa público o 
privada: 
La  primera  de  ellas  relativa  a  proyectos  de  iniciativa  pública  con  recursos  
públicos,  y,  la  segunda,  aquellos  que  sean  estructurados  a  partir  de  una  iniciativa  
privada  en  donde  la  entidad  resulta  ser  un  socio  que  puede  realizar  aportes  para 
facilitar la realización de proyectos y el particular es quien hace la inversión a cambio 
del derecho a la explotación económica de esa infraestructura o servicio”.  
(Procuraduría General de la Nación, 2015, p. 4).  
La misma Ley 1508 de 2012, vinculó a estas Asociaciones al régimen de la 
contratación pública, al disponer que se aplicará lo dispuesto en las Leyes 80 de 1993 y 1150 
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de 2007, a los procesos de selección y a la celebración y ejecución de los contratos que 
incluyan esquemas de APP, salvo en las materias particularmente reguladas en dicha Ley. 
La Ley 1508 de 2012 ofrece un marco legal para las APP, definiéndolas en su artículo 
1, como “un instrumento de vinculación de capital privado, que se materializan en un contrato 
entre una entidad estatal y una persona natural o jurídica de derecho privado, para la provisión 
de bienes públicos y de sus servicios relacionados, que involucra la retención y transferencia, 
riesgos entre las partes y mecanismos de pago, relacionados con la disponibilidad, el nivel 
de servicio de la infraestructura y/o servicio”. 
El problema que se observa con las Asociaciones Público Privadas (APP), es que 
estas puedan estar vulnerando el principio de igualdad entre el sector público y la iniciativa 
privada, entendido el mismo como: 
Un derecho fundamental a la luz del artículo 13 y principio fundamental de la función 
pública al tenor del artículo 209. En virtud de este principio la administración debe 
garantizar que los interesados y participantes en un proceso de selección se encuentren 
en igual situación, obtengan las mismas facilidades y estén en posibilidad de efectuar 
sus ofertas sobre las mismas bases y condiciones. (Atehortúa, 2010, p.p. 84-85). 
 
El principio de igualdad en el Estatuto General de la Contratación Estatal en 
Colombia. 
 
El Estado Social de Derecho reconoce que todas las personas nacen iguales ante la ley, 
igualdad que demarca más allá del ámbito formal, y que exige de las autoridades públicas y 
personas privadas un tratamiento real con base en la igualdad. De acuerdo a lo anterior, la 
Constitución Política de 1991 dispone: 
ARTICULO 13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
8 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. (C.P; 1991) 
En ese sentido, establece la Constitución que toda persona es igual ante la ley, es decir, 
que el marco legislativo en Colombia no puede contener disposiciones normativas 
discriminatorias. Pero, el contenido constitucional refuerza que la igualdad involucra 
aspectos más formales que la enunciación legal o reglamentaria, ya que, impone que dichos 
mandatos sean materiales, es decir, que las autoridades públicas y cualquier persona actúe 
con base en los estándares de la igualdad.  
En el caso de la Contratación Estatal, se reconoce que la Ley 80 de 1993 es una norma 
que se caracteriza por disponer una variedad de principios que regula la actividad contractual; 
dentro de ese entramado axiológico se concreta el principio de igualdad como postulado que 
orienta la selección del contratista y la equivalencia de las obligaciones contractuales.  
En consecuencia, el régimen público de contratación obliga que las actuaciones 
precontractuales, contractuales y pos-contractuales se rigen conforme a la igualdad en los 
términos que dicta la Constitución y la Ley. Al efecto, el legislador dispuso que las 
actuaciones contractuales de las entidades estatales deben supeditarse al cumplimiento de los 
principios de la contratación estatal. 
Así, el principio de transparencia dispone que los contratos deben edificarse sobre las 
bases de la igualdad que involucra el mismo tratamiento a los interesados en contratar con el 
Estado, bajo los elementos de la objetividad y neutralidad. Tiene como fin el principio de 
igualdad librar de la contratación pública el favorecimiento indebido y la parcialidad.  
La efectividad del principio de igualdad igualdad: 
Depende de un trato igualitario a todos los oferentes tanto en la exigencia de los 
requisitos previstos en el pliego de condiciones, como en la calificación de sus ofertas 
y, por supuesto, en la selección de aquella que resulte más favorable para los intereses 
de la administración. (Consejo de Estado; 2011; Rad. 17767)  
En el contexto de la Sentencia C-862 del 2008 de la Corte Constitucional, el principio 
de igualdad dentro de la actividad contractual pública se reduce a los siguientes postulados: 




2. La participación en los procesos de selección de contratistas debe ser en igualdad de 
oportunidades; 
3. los pliegos de condiciones, las invitaciones a participar y los documentos empleados 
para la selección de los contratistas, así como los reglamentos creados para tal fin, 
deben diseñarse de forma que garanticen la igualdad entre los proponentes; 
4. el deber de selección objetiva de las propuestas impone evaluación entre iguales y la 
escogencia de la mejor propuesta; y 
5. los criterios de selección objetiva de los contratistas no excluyen el diseño de formas 
jurídicas que favorezcan grupos sociales tradicionalmente discriminados. 
En ese sentido, Valencia & Pardo (2014) citando a Atehortúa (2010) dice respecto al 
principio de igualdad que: 
Este principio emana de su consagración constitucional del preámbulo y de los artículos 
13 y 209 de la Constitución Política. Se trata de un derecho fundamental a la luz del 
artículo 13 y principio 12 fundamental de la función pública al tenor del artículo 209. 
En virtud de este principio la administración debe garantizar que los interesados y 
participantes en un proceso de selección se encuentren en igual situación, obtengan las 
mismas facilidades y estén en posibilidad de efectuar sus ofertas sobre las mismas bases 
y condiciones (…). (pp. 11-12). 
El principio de legalidad desde su consagración constitucional y legal- artículo 13 y 
209 de la Constitución Política- prohíbe cualquier tipo de discriminación que afecte el 
devenir adecuado de la contratación estatal. En consecuencia, garantiza la imparcialidad y 
vela a su vez por el cumplimiento de los demás principios contractuales que establece la 
normativa al respecto.  
Este principio, previsto en la Constitución Política en el artículo 13, desarrolla tres 
obligaciones claras: Trato igual frente a la Ley; igualdad de trato o igualdad en la ley en 
donde toda diferenciación que se haga en ella debe atender a fines razonables y 
constitucionales; y finalmente la prohibición constitucional de discriminación. (Corte 
Constitucional, Sentencia C-185 de 2011). 
La Corte ha determinado que la protección jurídica de los intereses de las personas 
atiende a dos criterios principales. Uno de ellos es el principio general de igualdad de 
la Constitución Política (art. 13), según el cual en nuestro ordenamiento imperan, para 
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su plena satisfacción, tres obligaciones claras: la primera, de trato igual frente a la ley, 
que para el caso concreto es el deber de aplicar por igual la protección general que 
brinda la ley (obligación para la autoridad que aplica la ley). La segunda, consistente 
en la igualdad de trato o igualdad en la ley, que para el caso, es que la ley debe procurar 
una protección igualitaria (obligación para el legislador) y toda diferenciación que se 
haga en ella debe atender a fines razonables y constitucionales. Y la tercera es la 
prohibición constitucional de discriminación cuando el criterio diferenciador para 
adjudicar la protección sea sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 
opinión política o filosófica (C.P., art. 13). (Corte Constitucional, Sentencia C-185 de 
2011). 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal en el año 2008 
detallo que el principio de igualdad es una obligación para las autoridades públicas, que 
implicaba que todas las actuaciones debían carecer de tratos discriminatorios; este principio 
promueve en el ámbito de sus competencias la igualdad real y efectiva. Así las cosas, la 
gestión de la administración desde su perspectiva contractual no puede establecer 
distinciones injustificadas, garantizando en todo momento a todos los interesados que deseen 
contratar con el Estado el acceso y la libre concurrencia. (Corte Suprema de Justicia, 2008). 
Finalmente, el principio de igualdad en la contratación estatal es un elemento 
imprescindible que tiene como propósito garantizar el efectivo acceso a la contratación 
pública, bajo las bases de aspectos que amplíe las posibilidades de convocatorias. En ese 
sentido, el principio conlleva que la administración realice acciones que concreten la igualdad 
dentro del ámbito contractual; también exige que las instituciones dentro del esquema 
contractual no ejecuten acciones discriminatorias que ostenten contra la selección objetiva. 
 
Papel y el alcance de las Asociaciones Público-Privadas en la actividad contractual del 
Estado Colombiano. 
 
Las Asociaciones Públicas-Privadas no es una figura dentro de la actividad contractual nueva, 
su proyección en el régimen público de contratación consta desde la Ley 489 de 1998 que en 
su artículo 95 dicta: 
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Artículo 95º.- Asociación entre entidades públicas. Las entidades públicas podrán 
asociarse con el fin de cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de 
prestar conjuntamente servicios que se hallen a su cargo, mediante la celebración de 
convenios interadministrativos o la conformación de personas jurídicas sin ánimo de 
lucro. 
Las personas jurídicas sin ánimo de lucro que se conformen por la asociación exclusiva 
de sus entidades públicas, se sujetan a las disposiciones previstas en el Código Civil y 
en las normas para las entidades de este género. Sus Juntas o Consejos Directivos 
estarán integrados en la forma que prevean los correspondientes estatutos internos, los 
cuales proveerán igualmente sobre la designación de su representante legal. (Ley No 
489; 1998) 
En ese orden, en Colombia antes de la expedición de la Ley 1508 de 2012, las 
asociaciones entre entidades públicas y privadas sin ánimo de lucro se venían desarrollando 
con el propósito de vincular particulares en la prestación de servicios y construcción. La 
Corte Constitucional, en sentencia C-671 de 1999 en un estudio de constitucionalidad sobre 
el artículo 95, determino que las APP son ajustadas al esquema constitucional en cuanto la 
función administrativa no pierde su naturaleza al ser prestada en conjunto con un particular, 
ya que, sigue bajo los lineamientos del interés general y la observancia de los principios del 
régimen contractual. 
Lo anterior en consonancia con el artículo 355 de la Carta Magna que con antelación a 
las leyes sobre APP había dispuesto la posibilidad de llevar a cabo contratos con entidades 
privadas sin ánimo de lucro.  
El Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal podrá, con 
recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con entidades privadas sin 
ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar programas y 
actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los planes seccionales de 
Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. (C.P; 1991)  
 Ahora bien, la Ley 1508 del 2012 sí ofrece un mejor marco normativo para las APP 
como herramienta para incentivar la participación privada en los servicios y contratos del 
Estado. Lo anterior, por la falta de inversión de capital privado en la prestación de servicios 
públicos y obras de infraestructura que en comparación con otros países de Latinoamérica 
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resulta ser baja. En Colombia las APP representan un 0,03% del PIB, una inversión baja en 
comparación como países Brasil, Chile y Argentina. 
Tabla No 1. Panorama latinoamericano de las APP 
US $ miles de 
millones 
PIB Inversión Capital %PIB 
Brasil 1.481 2,16 0, 15% 
Chile 150 0,20 0, 14% 
Argentina 301 0,32 0,11% 
México 866 0.39 0,05% 
Perú 127 0,06 0,05% 
Colombia 229 0,08 0,03% 
Fuente: Asociaciones Público Privadas como mecanismo para financiar infraestructura. 
DNP. Juan Mauricio Ramírez. Subdirector General. Marzo 2011 
 Por tanto, el panorama de las APP antes de la expedición de la Ley 1508 del 2012 era 
pésimo, pues, la participación privada en servicios y obras públicas era casi nula y reducida 
en comparación con otros países de la región. Con la expedición de la presente ley, se otorgan 
instrumentos legales que da fuerza tanto a las instituciones públicas como privadas para 
buscar alianzas que permita tener réditos en armonía con la función administrativa. En ese 
sentido, el panorama actual de las APP en Colombia es mucho mejor de lo sucedido antes de 
la Ley 1508 de 2012 porque dotó un marco normativo que brinda seguridad jurídica.  
Dicho de otra manera, con la expedición de la Ley 1508 del 2012 se ofrece un marco 
normativo que tiene como intención aumentar la participación privada en los proyectos de 
infraestructura, siguiendo los modelos exitosos de Reino Unido, Irlanda, Australia, Canadá, 
Estados Unidos y México.  
 Significa que la ley consagra nuevas formas de financiación de los proyectos 
públicos. En consecuencia, la norma exige un mínimo de aporte patrimonial, o que el servicio 
o la construcción de la obra pública sean financiadas en su mayoría por el particular, 
estableciendo formas de remuneración a cambio. En todo caso, el asociado privado debe 
demostrar fuentes de financiación para soportar sus aportes al proyecto.   
 Con base en el artículo 1 de la Ley 1508 del 2012, las APP son instrumentos que 
proveen de bienes públicos y servicios al Estado, a través de una relación contractual entre 
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el sector privado y público. En otras palabras, son contratos económicos que a partir de la ley 
consagra nuevas elementalidades, Londoño (2014) dijo: 
Lo particular de esta relación jurídica entre las partes mencionadas es que supone 
cambios en las formas tradicionales en que se desenvolvían temas propios de la 
contratación estatal como: la retención y transferencia de riesgos entre las partes frente 
al proyecto, y los mecanismos de pago de acuerdo con la disponibilidad y el nivel de 
servicio de la infraestructura o servicio. (p. 4) 
El alcance de las APP a partir de la Ley 1508 del 2012 se amplía porque el artículo 3 
introduce dos modelos que se pueden presentar en el marco de la normativa. Por un lado, los 
contratos que se lleven a cabo por proyectos de iniciativa pública y con recursos públicos o; 
aquellos que son concebidos por un sector privado donde el objetivo es que la entidad sea un 
socio que con sus aportes facilite la realización del proyecto. 
En consideración de Erazo (2017) la Ley 1508 del 2017 se quedó corta en tema de las 
APP: 
La ley 1508 de 2012 no regulo con precisión los instrumentos de vinculación de capital 
privado aceptados en Colombia, pues en su cuerpo normativo se limita a explicar el 
desarrollo del modelo desde una óptica contractual dejando de lado el modelo 
Institucional, de esta forma en Colombia y a pesar de que la analogía internacional abre 
la puerta a la implementación del modelo Institucional con respaldo del Derecho 
Privado, las APP INSTITUCIONALES en Colombia siguen siendo un concepto 
demasiado Amplio e indeterminado que requiere un desarrollo no solo legal, sino 
conceptual, técnico y practico. (p. 175) 
Efectivamente el alcance de las APP fue reducido en la Ley 1508 del 2012 en relación 
con las posibilidades que plantea el ámbito internacional sobre el tema. Sin embargo, el 
impulso legislativo de las APP mediante esta ley significo en Colombia un avance importante 
que logró consolidar en mejor manera las APP. 
Por lo que se refiere al alcance de las APP, la Ley establece un limitante para la 
asociación al indicar que el moto de inversión sea superior a seis mil salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, y no se aplicará a las sociedades de economía mixta con 
participación del Estado inferior al 50 %, las empresas de servicios públicos domiciliarios y 
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las empresas industriales y comerciales del Estado, cuando desarrollen actividades 
comerciales en competencia con los sectores privado o público en un mercado regulado. 
Así que, el alcance de las APP en Colombia encuentra una dimensión relevante 
normativa a la hora de facilitar la participación privada en servicios y obras públicas; además 
de participación pública en las iniciativas privadas que desee apoyar las instituciones 
estatales en razón a sus funciones administrativa. En ese sentido, la Ley 1508 del 2012 amplió 
el marco de acción de las APP, regulando el tema de manera tímida pero contundente a la 
hora de dotar de instrumentos para su fomentación en el ámbito nacional. 
 
Condiciones en las que se involucra el Estado y la Empresa Privada dentro del marco 
normativo de las Asociaciones Público-Privadas. 
 
En los Proyectos de Asociación Público-Privada de iniciativa pública el procedimiento de 
selección es el establecido por la Ley 1508 del 2012, en lo no contemplado por mencionada 
ley se regirá lo dispuesto en el Estatuto General de Contratación Pública-Ley 80 de 1993-. 
En consecuencia, prevé la normativa dos sistemas para la selección del contratista de 
proyectos de iniciativa pública; a) Sistema Abierto; b) Sistema de Precalificación.  
 Para el Sistema de Precalificación se conformará una lista de precalificados mediante 
convocatoria pública, estableciendo un grupo limitado de oferentes para participar en el 
proceso de selección. 
 Respecto a las condiciones para que el sector privado se pueda vincular como socios 
a iniciativas públicas, la entidad que invita a participar en el proceso de selección, deberá 
contar antes de la iniciación del proceso de selección con: 
1. Estudio del proyecto que contenga el modelo financiero y el valor.  
2. Evaluación costo-beneficio 
3. Justificación del mecanismo de las APP en el proyecto con fundamento en los 
parámetros definidos por el Departamento Nacional de Planeación.  
4. Análisis de amenaza y vulnerabilidad con el fin de garantizar la no generación o 
reproducción de condiciones de riesgo de desastre. 
5. La adecuada tipificación, estimación y asignación de los riesgos, posibles 
contingencias, la respectiva matriz de riesgos asociados al proyecto. 
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Es importante recalcar que estas condiciones recaen en la entidad pública que desee 
asociarse con el objeto de ejecutar servicios y obras de carácter público. Por tanto, la 
materialización de estos requerimientos se concentra en la etapa precontractual. Posterior a 
las exigencias del artículo 11 de la Ley 1508 del 2012, la contratación del particular se debe 
regir bajo factores de selección objetiva, como lo señala la norma: 
En los procesos de selección que se estructuren para la ejecución de proyectos de 
asociación público privada de iniciativa pública o que requieran desembolsos de 
recursos públicos, la selección objetiva se materializará mediante la selección del 
ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca. (Ley No 1508; 
2012) 
Los factores de escogencia y calificación que establezcan las entidades en los pliegos 
de condiciones o sus equivalentes en estas contrataciones, tendrán en cuenta la capacidad 
jurídica, la capacidad financiera o de financiación y la experiencia en inversión o en 
estructuración de proyectos, serán objeto de verificación documental de cumplimiento por 
parte de las entidades estatales como requisitos habilitantes para la participación en el proceso 
de selección y no otorgarán puntaje. 
De igual modo, la oferta más favorable será aquella que, teniendo en cuenta los factores 
técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa y detallada de los mismos, 
contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, represente la mejor oferta o la 
mejor relación costo-beneficio para la entidad, sin que la favorabilidad la constituyan factores 
diferentes a los contenidos en dichos documentos.  
 Dentro de los criterios para determinar la mejor oferta se debe atender los niveles de 
servicio; estándares de calidad; el valor presente del ingreso esperado; los menores aportes 
estatales o mayor aporte al Estado y contraprestaciones ofrecidas por el oferente salvo en 
caso de contraprestaciones reguladas o tarifas a ser cobradas a los usuarios. (Ley No 1508; 
2012). 
 Por otra parte, los proyectos de iniciativa privada se presentan bajo parámetros de 
confidencialidad y bajo reserva a consideración de las entidades estatales competentes. Este 





 Respecto a estas etapas dicta la Ley que: 
En la etapa de prefactibilidad el originador de la propuesta deberá señalar claramente 
la descripción completa del proyecto incluyendo el diseño mínimo en etapa de 
prefactibilidad, construcción, operación, mantenimiento, organización y explotación 
del mismo, alcance del proyecto, estudios de demanda en etapa de prefactibilidad, 
especificaciones del proyecto, su costo estimado y la fuente de financiación. 
Para la etapa de factibilidad, la iniciativa para la realización del proyecto deberá 
comprender: el modelo financiero detallado y formulado que fundamente el valor del 
proyecto, descripción detallada de las fases y duración del proyecto, justificación del 
plazo del contrato, análisis de riesgos asociados al proyecto, estudios de impacto 
ambiental, económico y social, y estudios de factibilidad técnica, económica, 
ambiental, predial, financiera y jurídica del proyecto. (Ley No 1508; 2012).  
Aunado a lo anterior, en la etapa de factibilidad el originador del proyecto deberá 
anexar los documentos que acrediten su capacidad jurídica, financiera o de potencial 
financiación, de experiencia en inversión o de estructuración de proyectos o para desarrollar 
el proyecto, el valor de la estructuración del proyecto y una minuta del contrato a celebrar 
que incluya entre otros, la propuesta de distribución de riesgos. 
 En cuanto a la etapa de prefactibilidad, una vez presentada la iniciativa la entidad 
estatal competente dispondrá de un plazo máximo de tres (3) meses para verificar si la 
propuesta es de interés de la entidad competente. La entidad estatal competente podrá 
rechazar la iniciativa u otorgar su concepto favorable para que el originador de la propuesta 
continúe con la estructuración del proyecto e inicie la etapa de factibilidad. 
 Corolario de lo anterior, la entidad estatal competente dispondrá de un plazo máximo 
de seis (6) meses a partir de la fecha de su radicación, para la evaluación de la propuesta y 
las consultas a terceros y a autoridades competentes, este estudio lo podrá hacer directamente 
o a través de terceros (Ley No 1508; 2012). Si la entidad pública competente considera la 
iniciativa viable y acorde con los intereses y políticas públicas, así lo comunicará al 
originador informándole las condiciones para la aceptación de su iniciativa. 
Comunicada la viabilidad de la iniciativa, el originador del proyecto podrá aceptar las 
condiciones de la entidad estatal competente o proponer alternativas. En cualquier caso, 
en un plazo no superior a dos (2) meses contados desde la comunicación de la 
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viabilidad, si no se llega a un acuerdo, se entenderá que el proyecto ha sido negado por 
la entidad pública. (Ley No 1508; 2012) 
Ahora bien, respecto al principio de igualdad el marco normativo ofrece distinciones 
que limitan la participación del sector privado en las APP. Sin embargo, esto no configura 
una vulneración del principio de igualdad, ya que, lo que busca la norma con las limitantes 
de ley es asegurar la asociación con particulares con el suficiente musculo financiero para 
emprender proyectos públicos en conjunto.  
Igualmente, bajo criterios objetivos que determina la Ley 1508 del 2012 se materializa 
que la selección del asociado se lleve a cabo en los parámetros constitucionales y legales del 


























Las APP en Colombia surgieron a partir de la Constitución Política de 1991, norma que 
estableció la factibilidad del Estado para participar en iniciativas privadas con empresas sin 
ánimo de lucro. Así mismo, la Ley 489 de 1998 en su artículo 95 reguló las APP de manera 
general, aceptando la participación del sector privado como socio en la prestación de 
servicios y obras de carácter público. Esta permisividad de la ley no desdibujaba la función 
administrativa de las autoridades públicas en vista a que el fin de la asociación con 
particulares para la financiación de servicios y obras busca como finalidad el interés general 
y la materialización de los principios administrativos.  
 Así las cosas, las APP se concibieron como un instrumento que financiaba a través 
de particulares que reciben réditos económicos, los servicios y las obras que la administración 
pública debe desarrollar en el ámbito de su competencia. En ese sentido, se otorga a las 
entidades un mecanismo legal para que puedan financiar sus proyectos de manera propicia y 
adecuada mediante el apoyo económico del sector privado.  
 A pesar de lo anterior, en Colombia las APP pasaron desapercibidas durante un largo 
tiempo, las asociaciones entre los particulares y las entidades públicas en relación con el PIB 
fueron insignificantes en comparación con otros países, lo que revelaba la desactualización 
normativa sobre el tema.  
 Por eso, con la expedición de la Ley 1508 del 2012 se dictó un andamiaje normativo 
que regula las APP en Colombia de manera profunda. Esta norma amplia el ámbito de 
aplicación de las asociaciones, reconociendo dos posibles modalidades. A saber, reconoce la 
participación del sector privado, bajo ciertas condiciones económicas y legales, en la 
ejecución de planes de carácter público; también permitió que el Estado a través de sus 
instituciones participara en iniciativas privadas que corroborara con los fines del Estado 
Social de Derecho. En esa medida, se buscaba mediante la ley que las APP fuera un 
instrumento de financiación utilizado frecuentemente por el Estado. 
 En consecuencia, encontró el presente trabajo que el legislador por medio de su 
potestad regulatoria dotó a las APP de mecanismos suficientes para incentivar en la esfera 
nacional y regional la participación del sector privado en la prestación de servicios públicos 
y en la construcción de obras. No obstante, desde la evolución en el marco internacional de 
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las APP se evidencia que el desarrollo legislativo se queda corto en relación con la magnitud 
que caracteriza esta figura en países como Estados Unidos e Inglaterra.  
 Por otra parte, respecto al principio de igualdad el trabajo concreto que en el régimen 
público de la contratación el mismo cumple un papel fundamental para la materialización de 
otros principios y derechos que se encuentra en el marco normativo de los contratos estatales, 
a pesar de que el mismo no se configura de manera expresa en la norma.  
 Frente a las APP el principio de igualdad resulta ser un eje para el establecimiento de 
obligaciones contractuales entre la entidad pública y el particular que se asocia con el Estado. 
En ese orden, los asociados deben tener obligaciones reciprocas frente al servicio y la obra 
pública, estas obligaciones se refieren principalmente al contexto económico, pues el deseo 
de asociarse parte de la idea de financia con recursos privados los servicios y obras. En 
consecuencia, el Estado no puede establecer en su labor asociativa distinciones 
discriminatorias que atente contra el principio de igualdad que indica la Constitución Política 
y la Ley. 
 Efectivamente, el principio de igualdad en las APP tiene como propósito que el 
Estado no se aproveche por su posición y poder exorbitante de los recursos del sector privado, 
evitando de esta manera cualquier trato que resulte injustificado y perjudicial para los 
asociados privados.  
 En resumen, la Ley 1508 de 2012 crea un marco amplio para la estructuración de 
APP, introduciendo una nueva generación de concesiones y un marco jurídico para las APP 
de iniciativa privada con el fin de incentivar la participación de los particulares en la 
construcción y operación de infraestructura, en la prestación de servicios públicos. Del 
mismo modo, esta Ley es una respuesta a las dificultades que se han venido presentando en 
las concesiones otorgadas para la construcción de infraestructura de transportes, en particular, 
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